Documento I: Introducción a la República del Sur

La República del Sur atraviesa un momento de estabilidad y crecimiento. Tras largos años de crisis económica e inestabilidad política, la democracia se está consolidando y la economía ha vuelto a crecer. Un programa de reformas económicas implementado en 1995 permitió controlar la inflación y establecer un balance macroeconómico. El reelecto gobierno, que asumió en Octubre de 1998, se propone mantener la estabilidad y el crecimiento económico, pero al mismo tiempo busca destinar fondos y esfuerzos para combatir la pobreza. El gobierno planea llevar a cabo políticas en las áreas de salud y educación que sufrieron un gran deterioro durante la crisis económica y posterior ajuste. Uno de los focos más grandes de deterioro de los sectores salud y educación se encuentra en las zonas rurales y en los barrios marginales del área Metropolitana de Dos Ríos (AMDR), que abarca la capital y municipio vecinos. Dos Ríos, como llaman los sureños a toda el área metropolitana, ha crecido enormemente en las últimas décadas y abarca actualmente a un tercio de la población del país. Gran parte del área metropolitana consiste en barriadas marginales, creadas sin ningún tipo de planificación y con un limitado acceso a servicios básicos. Una de las metas principales del nuevo gobierno es mejorar la situación de la salud materno-infantil en las barriadas. Así mismo, el gobierno propone una reforma educativa con un importante componente dirigido a las áreas rurales donde existen las peores condiciones en términos de indicadores de cobertura y calidad. La inequidad en la distribución de la renta entre zonas rurales y urbanas ha sido alimentada en parte por las diferencias que prevalecen en el acceso a la educación de calidad. Este documento proporciona un panorama político, económico y social de la República del Sur y en particular de Dos Ríos, el área metropolitana y sus pobladores.

Panorama general de la República del Sur

La República del Sur es un país isleño situado a 36 kilómetros de la costa de Sudamérica. Su superficie es de 297.000 kilómetros cuadrados, un poco más grande que Ecuador. El censo de 1998 indica que la población es de 5.463.000 habitantes, similar a la de El Salvador, con una densidad poblacional de 19 habitantes por kilómetro cuadrado. Durante la década de 1970 la población creció en un promedio de 2,9%. La reducción de las tasas de nacimiento y mortalidad infantil bajó las tasas de crecimiento de la población a un 2,3% en los 80 y a un 2,0% en los 90
, similar a la tasa de crecimiento poblacional de América Latina.

La moneda es el Ducado y es de libre conversión a una tasa de uno por dólar estadounidense en Octubre de 2000. El producto nacional bruto (PNB) per cápita era US$1.470 en 1997, en el rango de Colombia y Paraguay. Los productos agropecuarios representan el 8% del PIB, la industria manufacturera general el 24% y los servicios el 68% restante. Los principales cultivos son la caña de azúcar para la exportación, y el arroz y el maíz para consumo interno. Las principales ramas industriales son alimentos, química y madera. Los principales productos de exportación son los minerales, en especial la bauxita, productos pesqueros, y azúcar. Últimamente han cobrado importancia algunos productos no tradicionales como manufacturas textiles y langostinos. También el turismo ha cobrado importancia como fuente de ingreso de divisas.

Desde el punto de vista de su geografía, la República del Sur se divide en dos regiones: la montaña y el llano. Una cadena montañosa, la Cordillera Oriental, ocupa el este del país. El oeste es una planicie de baja altura donde se encuentra la mayor parte de la población, las principales ciudades y los centros políticos y económicos. El país se divide en seis provincias, tres en la montaña y tres en el llano. El Área Metropolitana Dos Ríos, que incluye la capital y los municipios vecinos, constituye un Distrito Autónomo. La capital se encuentra en el centro del país, en una llanura originalmente limitada al norte por la desembocadura del Río Colorado y al sur por el Río Grande (de allí su nombre), aunque en los últimos años la ciudad se ha expandido rápidamente y hoy los ríos diferencian los distintos espacios socioeconómicos del área metropolitana. La población del Distrito es actualmente 1.750.000 habitantes, el 31% de la población total.

La población de la República del Sur se compone de diversos grupos étnicos: indígenas descendientes de los habitantes originales de la isla, mestizos y blancos descendientes de españoles. No hay números exactos respecto a la composición étnica de la población, pero se estima que cerca del 34% son indígenas, el 47% mestizos y el 19% blancos. La población blanca habla solamente el español, pero la población mestiza e indígena es bilingüe y muchos hablan solamente en su lengua. Los blancos y mestizos se concentran en las provincias del llano. La población indígena habita principalmente en la montaña y trabaja en la agricultura de subsistencia o en la minería, aunque el crecimiento poblacional, así como la precariedad de la agricultura en la montaña han causado un continuo flujo migratorio hacia las ciudades, principalmente hacia la capital. A consecuencia de esta migración, la capital, tradicional reducto de la población de origen europeo, se ha convertido en una ciudad parcialmente bilingüe; particularmente en las barriadas marginales.

Desarrollo económico y político 1970-2005

Desde finales del siglo pasado hasta la década de 1960 el crecimiento económico de la República del Sur se basaba en la exportación de unos pocos productos agrícolas y minerales. Esto produjo varios ciclos de bonanza y crisis, y llevó a un desarrollo de enclave y a una centralización del comercio, la administración y los servicios en Dos Ríos, conjuntamente con una marginalización del resto de las ciudades del país y de las regiones que no experimentaban la bonanza de turno. Una incipiente industria textil y alimenticia se desarrolló para satisfacer las necesidades de la creciente población urbana pero no alcanzó real importancia económica. Durante este período la República del Sur se caracterizó por tasas relativamente altas de crecimiento económico acompañadas por una falta de integración regional y social.

Hacia fines de los años cincuenta ya no era posible continuar el crecimiento económico basándose solamente en la fácil incorporación de factores impulsados por la oferta. Por otra parte, las presiones sociales redujeron la capacidad del sistema para mantener la restringida distribución de beneficios que lo caracterizaba. Este modelo de crecimiento sin integración provocó una reacción política en los años sesenta. Diversos gobiernos aplicaron políticas desarrollistas de industrialización a través de la sustitución de importaciones. Algunos intentaron aplicar políticas populistas de redistribución del ingreso. Este proceso tuvo lugar en un marco de sucesivas crisis políticas. Además, el aparato del Estado de la República del Sur sufría de un bajo desarrollo institucional y de una gran carencia de personal capacitado en la administración pública. El resultado fue una total falta de planificación y racionalización. Se fomentaron industrias de alta densidad de capital que no creaban suficientes fuentes de trabajo y usaban las barreras de protección para mantener técnicas de producción ineficientes. Además la mayoría de las industrias se concentraron en Dos Ríos, exacerbando las disparidades regionales y sociales y fomentando la migración masiva al área metropolitana.

Los años setenta son conocidos en la República del Sur como la “década militar.” El país fue gobernado por sucesivos gobiernos militares que lanzaron diversos proyectos de desarrollo industrial y de infraestructura. La manera de financiar estos proyectos fue a través del endeudamiento y su implementación fue desastrosa (sin mencionar las violaciones a los derechos humanos características de todos los gobiernos militares de la región). El resultado no fue diferente a muchos otros casos del continente: endeudamiento masivo y una industria incapaz de competir en mercados internacionales. Como en el resto de América Latina, el comienzo de la década de los ochenta trajo consigo la crisis de la deuda. Incapaces de resolver los problemas económicos y presionados por la movilización de la sociedad civil, los militares abandonaron el poder en 1986. El retorno de la democracia a la República del Sur se caracterizó por un brote de entusiasmo y esperanza en todos los sectores sociales.

En las elecciones de Julio de 1986 se impuso el candidato de Partido de la Nación, un antiguo partido de centro que había gobernado el país en los años 30. El nuevo gobierno intentó impulsar el crecimiento a través de la estimulación de la demanda y cuando esto llevó a un brote inflacionario, el equipo económico implementó un plan de estabilización heterodoxo, conocido como “el Plan del Sur.” En un principio el plan fue bastante exitoso, reduciendo la inflación de tres dígitos a dos y creando una sensación de estabilidad. Sin embargo, a principios de 1989 era claro que el plan había fracasado y el país estaba sumido en la hiperinflación. El entusiasmo que acompañó al gobierno en su inicio había desaparecido.

Las elecciones de fin de 1990 las ganó el candidato del Partido Popular, un partido de tipo populista que gobernó el país en los años 60. El candidato hizo campaña denunciando la corrupción de los políticos tradicionales y prometiendo resolver los problemas económicos a través de un cambio radical en el sistema productivo. Sin embargo, el nuevo equipo económico compuesto fundamentalmente por economistas entrenados en importantes universidades norteamericanas y europeas implementó un paquete de medidas de estabilización basado en la disciplina fiscal, estrictos controles de crédito, un tipo de cambio fijado por el mercado y ajustes en los precios relativos. Como consecuencia de estas medidas la tasa de inflación se redujo del 40% mensual en 1988 al 15% anual en 1992. En el mismo período el déficit del sector público bajó del 9% del PIB en 1988 al 1% en 1992. La tasa anual de inflación se redujo a menos del 10% anual. El equipo económico utilizó la confianza ganada al reducir la inflación para lanzar un paquete de medidas destinadas a liberalizar el comercio y los mercados financieros, la privatización de las empresas estatales y la flexibilización del mercado de trabajo. Se realizó una reforma impositiva que permitió aumentar los ingresos del Estado. Estas medidas permitieron un rápido crecimiento del PIB. Los éxitos económicos le permitieron al gobierno lograr un acuerdo para entrar en el plan Brady para la refinanciación de la deuda externa.

En el plano político el gobierno convocó a una Asamblea Constituyente que promulgó una nueva constitución en 1991 y comenzó a implementar un plan de reforma del Estado. Algunas de estas reformas son descritas más adelante. El triunfo sobre la inflación otorgó una gran legitimidad al gobierno, lo que le valió la reelección y la mayoría en ambas cámaras del congreso. Sin embargo el ajuste económico tuvo un elevado costo social en términos de un pronunciado deterioro de los servicios de salud y educación, una reducción de los ingresos de los asalariados formales, un gran crecimiento del sector informal de la economía y un aumento de la incidencia y la brecha de pobreza. El presidente estableció el mejoramiento de la situación social como una de las metas centrales de la nueva administración.

La Iglesia -en un país en el cual el 95% de la población se declara católica- es una institución con un gran peso moral que se ha ganado en las décadas de los setenta y ochenta el respeto y la admiración de muchos por su defensa de la dignidad de todos los Sureños. Durante estos años difíciles ha manifestado constantemente su preocupación e inquietud por los derechos humanos y la exclusión social, y ha reclamado al gobierno sucesivas medidas urgentes para que se respeten los derechos humanos y no se deje de lado a los sectores que ni siquiera logran cubrir sus necesidades básicas. A través de diversas entidades asociadas a la Iglesia que proveen asistencia social a los pobres conoce muy bien los efectos que han tenido más de diez años de crisis. En su última reunión pastoral, la Conferencia Nacional de Obispos fue muy crítica de lo que percibe como la dureza del último programa de ajuste con sus recortes fiscales sesgados contra los sectores de menos recursos. Destacó la crisis profunda de las obras sociales, la exclusión de los indígenas, los pobres niveles alcanzados por la educación básica, la quiebra del sistema de salud, la mortalidad materna e infantil, la violencia juvenil, y las pocas posibilidades de trabajo para los indígenas y la juventud.

En otros temas sociales como la planificación familiar, el divorcio y el aborto, la Iglesia mantiene una posición inequívoca. El Cardenal Primado S.E. Don Juan Carlos Errázuriz Arteche ha sido muy claro al respecto: “la iglesia es una protectora de los débiles y una protectora de una moral personal y sexual sin transacciones”. Además la educación es un tema caro a la Iglesia que maneja un sistema amplio de escuelas parroquiales. En las discusiones que han surgido sobre estos temas, la Iglesia ha usado su considerable peso moral y la influencia política que se ha ganado por su rol en la restauración de la democracia. La tensión entre el gobierno y la Iglesia ha crecido por la crítica a la política de ajuste y a raíz de algunas propuestas que han surgido últimamente acerca del uso de anticonceptivos modernos y del divorcio.

Pobreza y empleo en la República del Sur

La pobreza e inequidad han sido una característica permanente de la República del Sur. En 1950 la distribución del ingreso era una de las más distorsionadas del mundo, el 40% más pobre percibía sólo el 9,1% del ingreso nacional, cuando el promedio para países con ingresos per cápita similares a la República del Sur era del 14%. El sector moderno generaba el 66% del valor agregado en la economía, pero empleaba sólo el 25% de la fuerza de trabajo. Esta desigualdad es la consecuencia de dos tendencias estructurales presentes desde fines del siglo pasado. Por un lado, la producción del sector moderno es cada vez de mayor escala y densidad de capital y constituye una proporción creciente de la producción total, mientras que el crecimiento poblacional aumenta el número y la proporción de los que no tienen acceso al sector moderno y dependen del sector “tradicional” para su subsistencia.

Esta situación no mejoró durante las décadas de políticas desarrollistas. Por el contrario, como muestra el cuadro 1, la pobreza urbana aumentó constantemente durante los últimos 20 años mientras que la pobreza rural se mantuvo estable. Este aumento se debe al estancamiento y marginalización de las áreas rurales, particularmente en la montaña, que lleva a la expulsión constante de población que se suma a las filas del sector informal urbano principalmente en Dos Ríos.

Cuadro 1. Proporción de hogares que están por debajo del umbral de pobreza

	
	URBANOS

1985 1995 2005
	RURALES

1985 1995 2005
	TOTAL

1985 1995 2005

	Hogares que viven en la pobreza *
	29
	36
	46
	69
	69
	65
	51
	54
	53

	De ellos, hogares en situación de pobreza extrema **
	 9
	13
	17
	40
	38
	40
	26
	27
	26


* El umbral de la pobreza se basa en el costo de la canasta de alimentos necesaria para satisfacer las necesidades de energía y proteínas y en una estimación de los gastos no correspondientes alimentos.

** El umbral de la extrema pobreza se basa en el costo de la canasta de alimentos necesaria para satisfacer las necesidades de energía y proteínas.
La encuesta de empleo y pobreza llevada a cabo en 2000, en medio del programa de estabilización y ajuste muestra que la pobreza alcanzó el 68% de los hogares, de los cuales 48% eran indigentes, mientras que la pobreza urbana alcanzó el 50% de los hogares con un 19% de indigentes. En ese año el Área Metropolitana Dos Ríos era el principal centro de pobreza urbana, alcanzando el 53% de la población metropolitana, con un 18% de indigentes. El cuadro 2 muestra la incidencia de un nuevo grupo de pobres, los “nuevos pobres”, principalmente en las zonas urbanas.

Cuadro 2. Tipos de pobreza por región, 2000 (Porcentaje de la población respectiva)

	
	Crónica
	POBREZA

“Nuevos Pobres”
	Total

	Área Metropolitana Dos Ríos
	21,3
	28,7
	50

	Urbana (excluido el AMDR)
	22,4
	24,6
	47

	Rural
	64,9
	4,1
	69

	Total
	31,8
	23,2
	55


*Los “nuevos pobres” viven en casas que tienen agua potable, con un techo que no es de lata ni de paja y el jefe de familia sabe leer y escribir.

Otro punto importante que es necesario mencionar es la correlación existente entre pobreza, género y grupo étnico. La pobreza está mucho más extendida entre los que hablan la lengua indígena, de los cuales el 60% son pobres y un 20% extremadamente pobres. La pobreza indígena se concentra en las áreas rurales, particularmente en la montaña, pero también constituye una gran proporción de los pobres urbanos, particularmente en Dos Ríos, que ha sido el destino de la mayor parte de los inmigrantes. La pobreza también es mayor en aquellos hogares en los que el jefe de hogar es mujer.

La pobreza está estrechamente vinculada al mercado de trabajo. El ingreso de los asalariados se ha reducido más que el ingreso promedio per cápita y la gente se ha visto en la necesidad de recurrir a múltiples empleos para subsistir. En 1995 el ingreso de los asalariados del sector privado correspondía al 37% del monto en 1980 mientras que en el sector público los ingresos equivalían sólo al 12% del monto en 1981. En 1985 los sueldos y salarios representaban el 52% del PIB mientras que en 1995 habían bajado al 42%.

El cuadro 3 muestra la evolución del empleo en Dos Ríos en los últimos 15 años. El cuadro muestra que en el área metropolitana aumentó levemente el empleo (no el ingreso) en la pequeña empresa informal, aunque el mayor crecimiento del empleo se registró sobre todo en los grupos de carácter más marginal del sector informal, los cuentapropistas y los vendedores ambulantes. El desempleo no constituyó un gran problema en la última década; lo que aumentó en gran medida fue el subempleo. Al mismo tiempo se redujo la proporción de empleados con contratos permanentes. En 1990 la proporción de trabajadores temporarios en el sector privado ascendía al 12% de la fuerza de trabajo, en 2000 llegó al 41%, y en 2005 la proporción de empleados temporarios en el sector privado superó a los trabajadores permanentes, alcanzando el 51%. Esto revela el grado de deterioro del empleo y la vulnerabilidad de la situación en que se encuentran los pobres. El aumento de la oferta de trabajo junto a la reducción de la demanda de empleo formal lleva a una reducción de los ingresos y un incremento de la pobreza. Actualmente en Dos Ríos el 43% de la fuerza de trabajo del sector formal es pobre, así como el 60% de los informales y el 72% de los desempleados.

Cuadro 3. Evolución de la estructura del empleo en el Área Metropolitana Dos Ríos - 1990-2005 (porcentajes)

	
	1990
	2000
	2005

	Población económicamente activa
	100
	100
	100

	Empleados
	92
	91
	90

	Sector formal
	50
	44
	41

	i) Privado
	35,5
	33,6
	32,5

	ii) Público
	14,5
	10,4
	8,5

	Sector Informal
	35
	43
	45

	i) Micro empresa
	10,5
	10,6
	14,2

	ii) Cuenta propia
	16,2
	18,2
	18,0

	iii) Vendedores ambulantes
	8,3
	14,2
	12,8

	Empleadas domésticas
	7
	4
	4

	Desempleados
	8
	9
	10


La reforma del sector público y el desarrollo social

Una de las metas centrales del actual gobierno es la reforma del Estado. Los ejes centrales de esta reforma son la privatización de empresas estatales, la descentralización de la administración pública y la focalización del gasto social. La privatización es el área en que la reforma ha sido más exitosa hasta el momento. El gobierno ha privatizado un gran número de empresas del Estado, entre las que se encuentran la empresa de telecomunicaciones COSUTEL (Corporación Sureña de Teléfonos) y la línea aérea LAS (Líneas Aéreas del Sur). También se ha privatizado el sistema de jubilación. En esta sección se describen los resultados y problemas de la focalización y la descentralización y luego se discute la situación en el área de la educación y la salud.

Descentralización administrativa

La descentralización ha sido un tema recurrente de los gobiernos de las últimas dos décadas, sin embargo ninguna ha logrado revertir las tendencias centralistas en la administración. Dos Ríos ha sido el centro político y económico del país desde su independencia. Esto sin embargo no se tradujo en mayor autonomía para los “rienses” dado que hasta la reciente reforma constitucional las autoridades municipales eran nombradas por el gobierno nacional. La estructura administrativa consta de tres niveles: el gobierno central, los gobiernos provinciales, y los gobiernos municipales. El país cuenta con 6 provincias y un Distrito Autónomo (el Área Metropolitana Dos Ríos). Las provincias eligen un gobernador y un congreso provincial. Los municipios eligen un intendente y un consejo municipal. Antes de la reforma constitucional el gobierno central elegía al intendente del Distrito Autónomo y también tenía derecho a intervenir políticamente para cambiar los gobiernos provinciales. Esta prerrogativa sólo se podía utilizar en casos particulares, pero de hecho se usaba constantemente cada vez que gobiernos provinciales se oponían al gobierno central. Las finanzas de los gobiernos provinciales eran totalmente dependientes del gobierno central. Las municipalidades a su vez eran dependientes financieramente de los gobiernos provinciales, lo que anulaba su capacidad de acción autónoma.

La nueva constitución no cambia mayormente la estructura administrativa, pero sí reduce las atribuciones del gobierno central. La constitución hace hincapié en la descentralización de la administración pública. Establece la autonomía de los gobiernos provinciales y quita al gobierno central la capacidad de intervenir para cambiarlos. También introduce la elección directa de intendentes en los municipios que componen el Distrito Autónomo y crea el cargo de gobernador para el distrito, que también es un cargo electivo. Sin embargo el problema de la autonomía financiera está lejos de estar resuelto. La resolución de estas dificultades es necesaria para avanzar en el proceso de descentralización.

La política del actual gobierno es tratar de involucrar a los gobiernos provinciales y sobre todo a las autoridades municipales en la provisión de servicios sociales pero sin ceder su prerrogativa en la recaudación y administración de impuestos. Un impedimento para la descentralización ha sido la falta de personal capacitado en las administraciones locales. Otro problema ha sido la presencia de una tradición centralista y jerárquica en la administración pública muy difícil de erradicar.

Focalización del gasto social

La abrupta reducción del gasto público en los últimos años afectó duramente la capacidad del gobierno de proveer servicios sociales, reduciendo la cantidad y la calidad de éstos. Tal situación ha tenido un efecto importante en el deterioro de las condiciones de vida de los sectores más pobres. El plan de estabilización y ajuste preveía la necesidad de la compensación social pero las prioridades en un principio eran controlar las variables macroeconómicas, por lo que no hubo voluntad política para la implementación de medidas en el área social. Sin embargo, una vez controlados la inflación y el déficit fiscal, los programa sociales y la reducción de la pobreza retornaron al primer plano.

La estrategia del gobierno es la de focalizar el gasto social en los sectores más pobres, para combatir los efectos más duros de la crisis, mientras se espera que el crecimiento económico cree empleo y mejore el nivel de vida de la población en general. El gobierno determinó que, a corto plazo, el gasto público no podía hacerse a través de los ministerios. Estos habían sufrido un gran deterioro en su capacidad institucional, en parte a causa de la reducción de los sueldos en el sector público. Por lo tanto se decidió seguir el modelo boliviano con un fondo de inversión social basado en la demanda. Con este propósito, en 1993 el gobierno creó el Fondo de Inversión y Emergencia Social (FIES), un organismo descentralizado que depende directamente de la presidencia de la nación. El objetivo del FIES es atacar rápidamente la pobreza extrema a través de un gasto rápido en proyectos de infraestructura que creen empleo y resuelvan problemas urgentes en las áreas marginales. Asimismo el FIES se involucró en proyectos en las áreas de educación y salud. Para llevar adelante estos objetivos, el FIES cuenta con recursos financieros, un personal bien remunerado, motivado, y con experiencia en otros ministerios, y de asesoramiento de los principales organismos multilaterales. De esta manera el gobierno ha conseguido llevar a cabo numerosos e importantes proyectos de mejora de las condiciones de vida de los más pobres. Sin embargo, en algunos casos, la ejecución de estos programas ha encontrado dificultades en el área de coordinación interagencial y se han reportado problemas entre el FIES por un lado y autoridades locales y ONG por el otro, que se han quejado de no haber sido tomados en cuenta.

Un problema central en la acción del FIES es la tensión entre la creación de un programa basado en la demanda, que necesita de la consulta constante con la sociedad civil y la necesidad de un gasto muy rápido para paliar las peores consecuencias de la crisis. A consecuencia de esto, el gobierno está actualmente diseñando una estrategia de largo plazo basada en continuar con el gasto social focalizado a través del FIES en proyectos de emergencia en áreas prioritarias y al mismo tiempo reforzar la capacidad institucional de los ministerios del sector social e incorporar a las autoridades locales y a la sociedad civil en el diseño e implementación de políticas sociales.

El sector educativo

El principal actor del sector educación es el Ministerio de Educación y los organismos que están bajo su dependencia directa o indirecta. La misión del ministerio es asegurar la universalidad de la educación primaria, fomentar la educación secundaria y terciaria y asegurar la calidad de la educación en la República y su vinculación con las necesidades de desarrollo del país. En los últimos años el Ministerio ha sido afectado por los recortes presupuestarios, la caída de los salarios del sector público y el éxodo de parte de su personal más capacitado al sector privado.

El sistema educativo de la República del Sur consta de cuatro niveles: preescolar (3 años), primario (6 años), secundario (5 años) y terciario (duración variable según el tipo de carrera). La educación primaria es obligatoria y todos los niveles de enseñanza pública son gratuitos. La República del Sur tiene una de las tasas más bajas en América Latina de acceso a la educación en todos los niveles. A nivel primario la tasa neta de matriculación es del 71%, a nivel secundario del 35% y a nivel terciario la tasa es del 14%. Además el sistema educacional confronta graves problemas de baja calidad de la enseñanza, falta de equidad, mala administración, falta de financiación e infraestructura inadecuada. Estos problemas se reflejan en una alta tasa de repetición en promedio por grado (19%), una alta tasa de deserción escolar en promedio por grado (10%) y una tasa de analfabetismo del 22% de la población, que se mantiene estable por los últimos 10 años.

Los problemas de la calidad de la educación son más graves entre las poblaciones marginadas, en particular en las zonas rurales donde la proporción de población indígena es mayor. Asimismo, las regiones con los indicadores más bajos de calidad educacional, las zonas en el interior del país y en áreas urbanas marginales, son las que tienen una más alta proporción de maestros sin título, de escuelas sin electricidad, agua o desagüe y de analfabetismo. El sistema educativo de la República del Sur no ha demostrado tener un impacto positivo en la reducción de la brecha social.

Existen también algunos problemas con la metodología de enseñanza, el calendario escolar y con la implementación del currículum en la educación primaria y secundaria. La manera de enseñanza tradicional es rígida y pasiva. Por ello no estimula el interés de los estudiantes a lo cual se une el hecho de que muchos faltan a clase durante períodos de cosecha con el predecible efecto en su aprendizaje. Además la implementación del currículum, aunque en teoría es flexible, en la práctica suele hacer caso omiso de las diferencias regionales y culturales/étnicas. Los retos de la enseñanza bilingüe no se han abordado y por lo general se ha incluido de forma limitada la cultura indígena en los contenidos de lo que se enseña. Tampoco existe un desarrollo suficiente en las áreas de capacitación vocacional o técnica. Esto dificulta la vinculación del sistema educativo con las necesidades de desarrollo, lo que se hace sentir en particular en las zonas rurales, donde existe una falta de capacitación en desarrollo agrícola.

El sector educación fue golpeado duramente durante la crisis de los 80. En 1980 el gasto público en educación era equivalente al 3.3% del PIB mientras que en 1998 se había reducido al 1.9% del PIB. Esta cifra, sin embargo, representa un aumento significativo dado que el año anterior era de solo 1.6% del PIB y gracias a que el país está conociendo un crecimiento importante en la actividad económica. El gasto promedio por alumnos a nivel primario en 1998 correspondía al 45% del gasto promedio por alumno en 1981. Esta baja también ha afectado profundamente los ingresos de los maestros, transformando la docencia en una profesión que no atrae a la gente más capaz y causando un aumento de los maestros no calificados. También hubo una gran baja en los gastos en materiales educativos y en infraestructura, cuyo resultado es que solamente el 29% de las aulas existentes están en buenas condiciones, el 56% requiere arreglos inmediatos y el 15% son insalvables.

Frente a esta situación el gobierno ha planteado la necesidad urgente de la reforma educacional y ha elaborado en conjunto con varias instituciones multilaterales un proyecto de reforma educativa destinado al mejoramiento de la cobertura y calidad de la educación en el país. La política propuesta por el gobierno es una política de reforma amplia que incluye los contenidos y técnicas educativas, la estructura administrativa, la participación comunitaria y la reforma de la profesión docente. Los principales puntos de la reforma propuesta son los siguientes:

· El diseño de una estrategia educacional flexible que cubra las diferentes necesidades de la población y que logre mejoras en la eficiencia, eficacia y equidad en la entrega de servicios educativos

· El desarrollo de un sistema de información y seguimiento educacional y de un sistema estandarizado de evaluación de los logros educativos

· Un énfasis en la capacitación de los docentes en los métodos más actualizados de enseñanza

· La mejora de los salarios de los maestros y funcionarios del ministerio a cambio de una mayor flexibilidad laboral

· La descentralización de la estructura administrativa, la participación comunitaria en la administración escolar y la mayor autonomía para los directores de escuela.

· El involucramiento del sector privado y no gubernamental en la provisión de la educación

· Una mejora en las condiciones de la infraestructura educacional y la participación de la comunidad en la construcción y el mantenimiento de la infraestructura educacional

· El uso de licitaciones para la compra de textos, materiales didácticos, de construcción y dotación de aulas.

Estas propuestas han sido parcialmente aprobadas pero continúa una considerable oposición. El sindicato de maestros es uno de los mayores opositores pues no ha sido consultado en la elaboración de la propuesta. Los principales puntos de discusión con los maestros son la privatización y la flexibilidad laboral. Las casas editoras y otros proveedores del sector se resisten a cambios en el proceso de compra. Sectores de la oposición sostienen que el gobierno trata simplemente de deshacerse de la carga del gasto educativo. Un serio obstáculo para la implementación de estas reformas es el deterioro de la capacidad institucional del Ministerio, su dependencia de la cooperación internacional y su permanente conflicto con el FIES. Sin embargo la discusión sobre varias propuestas de reforma avanza en el parlamento y el gobierno planea implementar programas para atender en un principio a la población estudiantil más necesitada.

El sector salud

El Ministerio de Salud es el principal proveedor de servicios de salud del país. En teoría cubre las necesidades de todos los que no están cubiertos por ningún otro servicio de salud, que constituyen alrededor del 65% de la población total. En la práctica su cobertura alcanza a alrededor del 30% de la población. El ministerio cuenta con tres niveles de atención: hospitales, clínicas y puestos de salud. Los puestos de salud proveen servicios primarios y preventivos y de acuerdo a las normas del ministerio tienen que contar con una enfermera diplomada. Las clínicas cuentan en teoría con médicos y algunos equipos avanzados para el diagnóstico y tratamiento secundario. De hecho, la mayoría de los recursos físicos y humanos se han destinado a los hospitales. Esto ha llevado a la concentración de todos los niveles de atención en los hospitales.

Un 35% de la población está cubierta por los servicios del Instituto Sureño de Seguridad y Previsión Social (ISSPS), el sector privado, y el sector no gubernamental (ONG). El ISSPS cubre alrededor del 13% de la población, sobre todo empleados del estado en Dos Ríos y las capitales provinciales. El sector privado cubre a un 8% de la población, mientras que el sector de ONG cubre al restante 14%. Los servicios del ISSPS y el sector privado están concentrados en el nivel terciario (hospitales) urbano. Las ONG proveen sobre todo servicios de salud primaria y el 40% de sus actividades se llevan a cabo en áreas rurales.

De hecho, el sector salud fue dejado de lado por los sucesivos gobiernos de la República del Sur. Además ha sido golpeado duramente durante la crisis de los ochenta. El gasto público en salud que equivalía al 1,2% del PIB en 1984 se redujo a un 0,8% en 1988 y sólo en 1994 volvió a subir al 1%. Los sueldos de las enfermeras bajaron en términos reales en un 85% entre 1983 y 1990 y los de los médicos bajaron en un 72% en el mismo período. Sólo a partir de1994 se ha registrado una mejora en los ingresos del personal de salud. Esta caída ha afectado seriamente la provisión de servicios de salud. El actual gobierno tiene como prioridad revertir esta situación y ha lanzado una serie de medidas siguiendo los principios de focalización del gasto y descentralización.

El gobierno ha iniciado un programa de reforma del sector salud. Los principales componentes de la política gubernamental son:

· El mejoramiento de dispensarios y puestos de salud en las zonas más pobres y la construcción de nuevos dispensarios en áreas marginadas. Esto será financiado parcialmente por el FIES.

· El mejoramiento de las clínicas de salud en las zonas más pobres.

· La co-admninistración, que consiste en incorporar a la comunidad en la administración de los servicios. Este componente es experimental.

· Flexibilización de las relaciones laborales. Las personas contratadas para trabajar en este programa lo hacen bajo el sistema de libre contratación. Tienen que cumplir con ciertas normas de trabajo estipuladas en el contrato y si no lo hacen pueden ser despedidas. Por otra parte, a cambio de la pérdida de la seguridad laboral, los que trabajan en este programa reciben sueldos equivalentes al doble del resto del personal de salud.

· La creación de una entidad que suministre información independiente sobre la calidad y la relación costo-eficiencia de medicamentos y tratamientos.

· La desregulación del mercado de medicamentos y la aceptación del registro proveniente de otros países.

Un problema que se ha encontrado en la implementación inicial de esta política es la falta de enfermeras y promotores de salud con buena capacitación. Otra fuente de problemas son dificultades de coordinación entre el FIES y el Ministerio de Salud. También se ha encontrado resistencia a la co-administración por parte de los médicos, que se oponen a la toma de decisiones conjunta con la comunidad aduciendo que la comunidad carece de los conocimientos necesarios para la toma de decisiones. Un elemento que puede causar problemas en el futuro es la excesiva dependencia en la financiación externa, sobre todo en las partes del programa a cargo de FIES. Por todo esto el gobierno se plantea la necesidad de un trabajo a largo plazo para el fortalecimiento y descentralización gradual del Ministerio de Salud, la capacitación de recursos humanos y la ampliación de la base de financiación del sistema, a través de la introducción de pagos por visitas y medicamentos en los hospitales y clínicas de salud.

El Área Metropolitana Dos Ríos

Descripción General

En las últimas tres décadas la República del Sur atravesó por un rápido proceso de urbanización y concentración de la población en los principales centros urbanos. La población urbana pasó de ser el 40% de la población total en 1940 al 66% en 1995. Este rápido crecimiento urbano se concentró principalmente en el Área Metropolitana Dos Ríos, que recibió el 40% de la inmigración interna en los últimos 35 años. La población actual del área metropolitana se estima en 1.750.000, lo que constituye el 31% de la población total y más del 60% de la población urbana del país. La población de Dos Ríos es un 50% más grande que la suma de la población de las cuatro ciudades que le siguen.

Dos Ríos ha sido el centro político y económico del país desde la colonia. Desde entonces ha sido el sitio de residencia de las autoridades y el mayor puerto comercial para luego convertirse en un centro industrial. El único aeropuerto internacional del país se encuentra en el área metropolitana, así como la principal infraestructura turística y de servicios. A principios de los años 90 el 75% de la industria se concentraba en Dos Ríos, así como el 90% de la inversión privada y el 85% de los depósitos bancarios. Los principales periódicos y cadenas de televisión y las principales universidades del país se encuentran en la capital.

La composición étnica de la población ha cambiado profundamente desde el comienzo de este siglo. Originalmente el centro de la población de origen europeo, Dos Ríos se transformó en una ciudad mestiza con el crecimiento de los servicios y la industria vinculados a la exportación. Luego, durante los años de la industrialización, la ciudad recibió un gran número de migrantes indígenas. Esta migración no se debió tanto a un aumento de la demanda de trabajo creada por la industria, sino al deterioro de las condiciones de vida en la agricultura. Un resultado de estos flujos migratorios es que hoy en día Dos Ríos es una ciudad bicultural y bilingüe. Otro es el surgimiento de numerosas organizaciones comunitarias basadas en los lugares de origen de los migrantes. Estas organizaciones han cumplido un papel importante en los procesos de invasión de tierras que caracterizan el crecimiento urbano en Dos Ríos.

El espacio urbano

Dos Ríos fue fundada inicialmente en la orilla sur del Río Colorado. En la punta norte de la bahía que forman las desembocaduras de los ríos Colorado, al norte y Grande, al sur. Hacia el este se encuentran los valles de los ríos y una serie de colinas de baja altura que los separa conocida como la Sierra Verde que más al sur se transforman en montañas conocidas como Sierra Blanca.

La densidad promedio es de 2.450 habitantes por km2, pero algunas de las zonas marginales alcanzan densidades de hasta 15.000 habitantes por km2. La forma de vivienda que predomina es la casa independiente ocupada por el propietario (formal o informal). No existe un mercado extendido de viviendas de alquiler. La mayor parte de la construcción se lleva a cabo con material noble que se prefiere a los prefabricados. Durante los últimos 15 años se ha acumulado un déficit de vivienda que abarca al 10% de la población, sobre todo en las zonas marginales. Es este déficit que ha llevado a una serie de procesos de invasión en los llanos al sur del Río Grande.

El 75% de las viviendas tienen acceso a agua corriente y desagüe. La cobertura es casi completa en las zonas centrales, intermedias, y periféricas de clases medias y altas. En las zonas periféricas de más antigüedad el acceso a servicios se ha extendido bastante, pero en las más recientes el acceso a servicios es insuficiente e irregular. El 87% de la población cuenta con energía eléctrica, pero en muchos casos, sobre todo en las zonas periféricas, la conexión es pirata, lo que afecta la capacidad de CODENSUR (Compañía de Energía del Sur) de cobrar por el servicio y cubrir sus gastos. Uno de los mayores problemas que afecta el crecimiento de la ciudad es la contaminación de los Ríos. El sistema de agua corriente fue construido sobre el eje del Río Colorado, sobre el que se vierten grandes cantidades de deshechos industriales por lo que está sumamente contaminado. La situación de Río Grande es mejor, pero el crecimiento desordenado más la presencia de tierras agrícolas que usan fertilizantes y otros productos químicos está contribuyendo a su rápida contaminación.

Estructura administrativa

El dominio casi absoluto de Dos Ríos en la vida económica, social y política del país ha conllevado un proceso de migración del campo a la ciudad. Durante la época desarrollista se produjeron los grandes flujos migratorios, hoy la población rural es aproximadamente el 53% de la población total y su composición étnica se parece más a la urbana. Con la reforma constitucional que estableció la autonomía de los gobiernos provinciales se pretende, entre otras cosas, influir sobre el proceso de urbanización del país.

La nueva constitución no estableció claramente las diferentes atribuciones de cada nivel administrativo. Las provincias no pueden cobrar impuestos provinciales pero se benefician de la creación de un Fondo Compensatorio encargado de distribuir recursos impositivos del centro a las provincias. Los municipios pueden cobrar por servicios municipales pero aun no está claro si pueden imponer impuestos municipales. Los municipios deben recibir fondos de las provincias, pero la cantidad y la forma de distribución queda librada a las legislaturas provinciales. En el sector salud y en educación básica se espera que las administraciones locales participen en la construcción, administración y mantenimiento de puestos de salud que se encargan de la atención primaria y de las escuelas que atienden sobretodo a la población estudiantil hasta secundaria. Eso ha resultado en continuas discusiones sobre qué obligaciones y qué atribuciones corresponden a cada nivel administrativo. El proceso de descentralización muestra que todavía no está consolidado. Hay muchas imperfecciones y deficiencias.

Una de las áreas mejor legisladas y diseñadas ha sido la que corresponde a la educación. A fin de no complicar demasiado el panorama, la explicación se centrará en lo que corresponde a la descentralización de la educación primaria y preescolar. El Ministerio de Educación se concentra en fijar las grandes políticas educativas que serán principalmente implementadas por los órganos de los gobiernos provinciales y municipales con la colaboración y participación de la sociedad civil. En lo correspondiente a la educación primaria fija un currículum nacional mínimo para la enseñanza de los niños, determina los estándares mínimos para la contratación de maestros y de los textos aprobados para la enseñanza. Igualmente, establece los estándares mínimos para la construcción de escuelas, salas de clase, baños, etc., y determina los criterios de la focalización para seleccionar los municipios encargados del programa rural de educación. El mismo Ministerio Central diseña programas de capacitación de maestros y distribuye recursos a las provincias para estas tareas y para capacitar las diversas Organizaciones Comunales para la Educación (OCEDs). Finalmente define la estructura y las pruebas de conocimiento. Por otra parte recibe las peticiones y distribuye los fondos a los organismos descentralizados a través de las Oficinas de Educación de nivel provincial. 

Por su parte la Dirección Provincial de Educación elabora la lista de los docentes y asigna cupos para el reclutamiento docente en los municipios, contrata u ofrece directamente capacitación para docentes, supervisa estándares a nivel de escuelas, da asistencia técnica a municipios en materia de participación comunitaria, etc. Al mismo tiempo canaliza fondos del Ministerio hacia los municipios y OCEDs. Los municipios definen la localización de las escuelas y deciden sobre su construcción, movilizan la comunidad y establecen las OCEDs, capacitan a sus miembros y supervisan el funcionamiento de las mismas. La administración de las escuelas está a cargo de las OCEDs. Para una ordenada y detallada información al respecto ver en el Anexo la “Matriz de Funciones”.

La agricultura en la República del Sur

En la República del Sur coexisten dos tipos de agricultura y ganadería: la campesina y la comercial.

La producción campesina

La agricultura y la actividad pecuaria campesina se caracteriza por sistemas tradicionales de producción que no han sufrido mayores modificaciones desde el tiempo de la colonia. Sus características predominantes son: (i) producción destinada mayormente al autoconsumo con pocos excedentes destinados al mercado; (ii) baja productividad y rendimientos agrícolas; (iii) gran absorción de mano de obra. Pese a una disminución relativa de la población rural, la economía campesina todavía absorbe cerca del 46% de la población económicamente activa en la República del Sur; (iv) es el principal proveedor de algunos tipos de alimentos de origen agrícola a las ciudades, como son los tubérculos, maíz, hortalizas, frutas, etc.

La baja productividad de este subsector, junto a la desfavorable relación de los términos de intercambio campo-ciudad y las tendencias monopsónicas en la organización del comercio y el transporte de productos de origen agrícola, explican en lo fundamental, que prácticamente la totalidad del campesinado se encuentre en situación de pobreza y la mayor parte de la población en extrema pobreza. Los terrenos dedicados a la agricultura y la ganadería campesina en un gran porcentaje están enclavados en estrechos cañadones y aisladas mesetas a diferentes alturas en el occidente del país, de difícil acceso y carente de buena infraestructura de caminos y de otros servicios como energía eléctrica, combustibles, servicios de salud, educación, etc. Esta situación, unida a la discontinuidad de las tierras en explotación, el escaso riego, la falta de servicios de investigación y extensión agrícola, explican la baja productividad y la pobreza de los sectores campesinos. Pese a los diversos esfuerzos del pasado en programas de desarrollo rural que mejoren la productividad y las condiciones de vida en el campo, estos no han podido superar la situación de pobreza y frenar el proceso de migración constante que viene a servir como una válvula de escape a las serias condiciones de desarrollo en estas áreas.

La producción comercial

La agricultura y la producción pecuaria comercial se desarrolla en las tierras bajas de República del Sur. Y se caracteriza porque la producción agrícola está destinada principalmente al mercado. Se caracteriza por técnicas relativamente avanzadas de cultivos, utilizando mecanización además de insumos químicos en la fertilización y labores de cultivo. Este tipo de agricultura ocupa las mejores tierras y condiciones agroecológicas de la República del Sur. La actividad pecuaria comercial está representada por la avicultura, la porcicultura y la ganadería bovina. Y ha alcanzado grandes desarrollos en la producción y productividad, llegando en algunos casos, como la avícola, a parámetros internacionalmente aceptados, lográndose la exportación de los excedentes. Su desarrollo ha sido paralelo al desarrollo de la producción de insumos de origen agrícola para la alimentación como son la soja, el maíz duro y el sorgo, cuya calidad y precios tienen una ventaja sobre los países cercanos del continente. 

El desarrollo de este sector data de finales de la década de los sesenta y pese a su reciente aparición, su desarrollo ha sido bastante dinámico.

Organizaciones sociales

Desde los años sesenta se comenzó a desarrollar un movimiento cooperativo entre los campesinos, que fue considerado un primer paso en la búsqueda de una organización productiva. Esas tenían por objeto comercializar los productos agrícolas así como la distribución igualitaria de utilidades y de la inversión social. Sin embargo este proceso comenzó rápidamente a perder dinamismo. Una de las principales razones de la desintegración de este movimiento ha sido la corrupción de muchos de sus dirigentes, así como su incapacidad para aliviar la situación precaria de los campesinos. Luego han aparecido asociaciones sin una base ideológica, lo que ha debilitado la organización misma. 

Ni las acciones del gobierno central, ni las acciones de las cooperativas y de las asociaciones han podido frenar el continuo empobrecimiento de la población en las áreas rurales. Esta situación llevó a un desinterés del campesinado en el proceso político que se expresa en la baja participación en las elecciones nacionales. La falta de dirección y la corrupción de los dirigentes hizo perder credibilidad a los esfuerzos de cooperativas y de asociaciones.

La situación de la mujer campesina

Respondiendo a la crisis señalada de la década pasada se observa una incorporación acelerada de las mujeres al mercado laboral, aunque en actividades marginales y poco remunerativas. Muchas veces en oportunidades en que el hombre ha migrado buscando mejores oportunidades económicas o ha abandonado a su familia, la mujer campesina de República del Sur cada vez más asume el rol de jefa del hogar, sin que haya cambiado sus responsabilidades domésticas –lo cual supone una sobrecarga para la mujer. Los datos de salud de las mujeres son lamentables y en materia de educación aunque el analfabetismo ha disminuido durante los últimos años, la tasa de analfabetismo femenino es casi el doble de la masculina. La mayoría de las mujeres no termina la escuela básica, lo cual agrava las dificultades para mejorar su calidad de vida.

La vida de la mujer de la República del Sur es típicamente de subsistencia. Su fecundidad comienza a temprana edad y continúa hasta los años avanzados; su trabajo le reporta salarios inferiores al mínimo y largas horas de esfuerzo. Si bien la mujer se encuentra económicamente activa en todos los sectores de la economía, la mayor proporción del empleo femenino se concentra en el comercio menor, los servicios domésticos, el comercio detallista, y parte en la industria. Por su parte, la mujer rural por naturaleza participa mayoritariamente en la agroempresa. Desempeña un papel muy importante en la agricultura especialmente en las etapas de cultivo: siembra, limpieza del terreno, riego, aplicación de abonos y compuestos químicos, cosecha de subsistencia, hortalizas, etc. Sin embargo, esta es una especie de trabajo invisible pues no se reconoce su rol productivo. Como señala la OPS: “… de la subordinación y de la inferioridad económica, educativa, legal, política y familiar de las mujeres…. En la actualidad, hay proporcionalmente más mujeres que hombrees en condiciones de pobreza y esta pobreza está alcanzando extremos inimaginables…. La mujer está combinando crecientemente sus actividades domésticas (que permanecen invisibles), con responsabilidades productivas…, combinación que, por el desgaste de energía adicional implicado, está actuando en detrimento de su salud física y mental”. Un estudio reciente para el país ha encontrado que por cada hora adicional de trabajo por parte de la mujer el hombre contribuye 0.1 horas en tareas domésticas. La contribución del hombre es sólo de 0.07 horas cuando la participación productiva de la mujer es en el sector informal. La participación más amplia en el mercado de trabajo está entonces agregando casi otra jornada de trabajo para la mujer.

� 	Estimaciones indican que la tasa de crecimiento de la población será en promedio 1,7% en los próximos cinco años.
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